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México, Distrito Federal, a once de enero de dos mil siete.

VISTOS, para resolver los autos del expediente citado en el rubro, relativo al juicio para la protección de los derechos político-electorales del ciudadano promovido por Jorge Constantino Kanter, en contra del acuerdo que decreta la suspensión temporal de sus derechos y cargos partidistas, dictado el seis de diciembre de dos mil seis, por la Comisión Nacional de Justicia Partidaria del Partido Revolucionario Institucional, dentro del expediente CNJP-RS-CHIS-058/2006, y

R E S U L T A N D O

PRIMERO. De la narración de hechos que el enjuiciante hace en su demanda y de las constancias que integran el presente expediente se desprende los siguientes antecedentes:

a) El veintidós de noviembre de dos mil seis, Roberto Ortiz Gutiérrez, en su carácter de integrante de la LXII Legislatura al Congreso del Estado de Chiapas, formuló ante la Presidenta de la Comisión Nacional de Justicia Partidaria del Partido Revolucionario Institucional, con fundamento en el artículo 227 de los Estatutos del Partido, una denuncia de hechos por actos de "deslealtad" al Partido Revolucionario Institucional por parte de Jorge Constantino Kanter y solicitó su expulsión del mismo.

b) El cuatro de diciembre siguiente, Mariano Díaz Ochoa, en su calidad de Diputado Local del Congreso del Estado de Chiapas y militante del Partido Revolucionario Institucional, con fundamento en los artículos 85, fracción X, y 86, fracción III, de los Estatutos del Partido, solicitó al Presidente del Comité Ejecutivo Nacional de ese Instituto Político la suspensión de los derechos partidistas de Jorge Constantino Kanter.

c) El cinco de diciembre de ese mismo año, en atención a la solicitud de suspensión presentada, el Presidente del Comité Ejecutivo Nacional del Partido Revolucionario Institucional solicitó a la Presidenta de la Comisión Nacional de Justicia Partidaria, decretar la suspensión de los derechos partidarios del militante en cuestión.

d) El seis de diciembre de dos mil seis, la Comisión Nacional de Justicia Partidaria del Partido Revolucionario Institucional dictó dentro del Procedimiento de Solicitud de Sanción, expediente CNJP-RS-CHIS-058/2006, un acuerdo mediante el cual decreta, como medida provisional, suspender temporalmente a Jorge Constantino Kanter de sus derechos y cargos partidistas, en tanto emite la resolución definitiva.

SEGUNDO. El trece de diciembre siguiente, le fue notificado a Jorge Constantino Kanter el acuerdo que decreta la suspensión de sus derechos partidarios, y se le emplaza para que dentro del término de quince días naturales, siguientes a partir de la notificación respectiva, alegara lo que a su derecho conviniera, con el apercibimiento que de no comparecer se tendrían por contestadas en sentido afirmativo los hechos que se formularon en su contra.

TERCERO. El dieciocho de diciembre de dos mil seis, Jorge Constantino Kanter presentó ante la Comisión Nacional responsable el juicio para la protección de los derechos político-electorales del ciudadano, en contra del acuerdo que decreta la suspensión de sus derechos partidistas.

CUARTO. En esa misma fecha, el Secretario General de Acuerdos de la Comisión Nacional de Justicia Partidaria del Partido Revolucionario Institucional asentó razón de la presentación de la demanda en cuestión y la notificación por estrados a los demás interesados, y con fecha veintiuno siguiente hizo lo mismo respecto del retiro de la cédula de notificación.

QUINTO. El veintidós de diciembre siguiente, la Presidenta de la Comisión Nacional de Justicia Partidaria del Partido Revolucionario Institucional turnó a esta Sala Superior, entre otros, el escrito de la demanda presentada, así como el informe circunstanciado.

SEXTO. En la misma fecha, el Magistrado Presidente de la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación acordó integrar y turnar el presente expediente al Magistrado Manuel González Oropeza, para los efectos establecidos en el artículo 19 de la Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral.

SÉPTIMO. Mediante acuerdo de nueve de enero de dos mil siete, el magistrado instructor admitió el presente juicio, y en razón de que estimó debidamente sustanciado el presente expediente, declaró cerrada la instrucción, dejando el asunto en estado de dictar sentencia correspondiente, y

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO. Esta Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación es competente para conocer y resolver el presente medio de impugnación, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 99, fracción V, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 184, 186, fracción III, inciso c), 189, fracción I, inciso f), y 199, fracciones II, III y VI de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, así como 79 y 83, párrafo 1, inciso a), fracción II, de la Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral, toda vez que en el presente asunto se plantea un juicio para la protección de los derechos político-electorales del ciudadano en el que se hacen valer presuntas violaciones a ese tipo de derechos.

SEGUNDO. El enjuiciante expresa, medularmente, que le causa agravio el hecho de que la Comisión Nacional de Justicia Partidaria, en el punto segundo del acuerdo impugnado, haya determinado aplicarle como medida cautelar o precautoria la suspensión de sus derechos partidistas, por considerar que el ahora enjuiciante realizó actos contrarios a la normatividad del Partido Revolucionario Institucional, que pueden causar daño en futuros procesos electorales.

El actor considera que con esta medida se le priva del libre ejercicio de sus derechos partidistas sin que exista justificación alguna, pues los argumentos de la responsable no tienen sustento alguno, toda vez que los hechos que se le imputan no se encuentran acreditados de manera alguna, no se hace una relación óptima sobre los supuestos hechos, los medios de prueba y la gravedad de éstos, sino que, la responsable simplemente asevera de manera subjetiva que las conductas que investiga pueden ocasionar un daño al aludido partido político.

Asimismo, añade, que si bien es cierto que las medidas precautorias pueden pronunciarse con anterioridad al inicio del proceso, durante su tramitación, en tanto se dicta la sentencia o resolución que le ponga fin al juicio, o inclusive durante el procedimiento de ejecución, también lo es que estas medidas deben ser fundadas y motivadas, siendo necesario para tal efecto, que existan elementos de prueba que acrediten su necesidad, situación que no acontece en el procedimiento instaurado en su contra.

En concepto de esta Sala Superior, resulta fundado el motivo de inconformidad antes mencionado, por lo siguiente.

En el artículo 44, del Reglamento de las Comisiones Nacional, Estatales y del Distrito Federal de Justicia Partidaria, Sanciones, se prevé, que la Comisión Nacional de Justicia Partidaria del Partido Revolucionario Institucional se encuentra facultada para acordar como medida cautelar, si la gravedad del caso lo amerita, la suspensión de los derechos partidistas de los supuestos infractores en tanto se dicta una resolución de fondo por parte de dicha comisión nacional, cuando considere que un militante, cuadro o dirigente del partido ha incurrido en hechos graves que atentan contra el orden y normatividad partidaria, así como en la comisión de conductas que pudieran constituir ilícitos susceptibles de sanción de conformidad al régimen disciplinario establecido en los estatutos y reglamentos del referido partido político.

Ahora bien, esta Sala Superior ha establecido en el expediente SUP-JDC-659/2004, que la finalidad de una medida cautelar consiste en evitar que el valor jurídicamente protegido se afecte de manera importante, o impedir se causen daños graves e irreparables a la organización partidista con la tramitación de un proceso, por el tiempo inevitable por el cual se prolonga el procedimiento, para estar en aptitud de dictar la resolución definitiva.

Asimismo, que las condiciones a las que se encuentra sujeto el pronunciamiento de las medidas cautelares en los procedimientos de orden público, en términos generales, son las siguientes:

a) La existencia de un valor jurídicamente protegido que es objeto de tutela en un proceso.

b) La posibilidad seria de que, mientras se toman las medidas definitivas para tutelar el valor protegido, éste se pueda ver afectado de manera importante, de modo que haga difícil o imposible la restitución cuando posteriormente se dicte la resolución definitiva.

De esa manera, la medida cautelar tiene sentido si hay un valor tutelado que requiere protección provisional y urgente, a raíz de un daño ya producido o de inminente producción, durante el proceso en el cual se discute la pretensión de fondo de quien sufre dicho daño o su amenaza.

En atención a la naturaleza de este tipo de medidas, se requiere una acción ejecutiva inmediata, por lo cual se decretan con los elementos que se pueden recabar y apreciar en el tiempo más breve posible, generalmente con los que aporta el solicitante, si son suficientes para determinar la existencia de sus elementos en grado de seria probabilidad; motivo por el cual requieren de un procedimiento inmediato y ágil para la revisión de su legalidad en donde se dé, amplíe o complete el derecho de audiencia; los trámites sean los mínimos, además de rápidos, ágiles y fáciles, pero suficientes para brindar la oportunidad de restaurar un actuar indebido.

Lo anterior, porque de no establecerse la posibilidad de que el sujeto de la privación tenga la oportunidad de recuperar su derecho a la brevedad posible, en el caso de que haya sido restringido en forma injustificada, se alentaría la generación de daños irreparables.

Además, sólo de esta forma puede garantizarse una proporcionalidad entre la medida adoptada y los hechos materia del litigio, pues si éstos son insuficientes para sustentar dicha medida cautelar, no existiría justificación alguna para la afectación de los derechos del sujeto sobre el cual recayó, a pesar de que se trate de una vulneración temporal.

En el caso, a solicitud del Presidente del Comité Ejecutivo Nacional del Partido Revolucionario Institucional, la Comisión Nacional de Justicia Partidaria acordó suspender a Jorge Constantino Kanter en sus derechos partidistas, exclusivamente durante el tiempo necesario para que se dicte la resolución definitiva, por considerarla como la medida adecuada para:

1) Evitar un "grave o irreparable" daño al partido;

2) Garantizar la unidad ideológica, programática y organizativa del instituto político, y

3) Proteger la unidad organizativa y orgánica del partido, que requiere de tutela urgente y provisional, por las conductas en que parece incurrir el denunciado.

Lo anterior, en razón de que las conductas atribuidas al hoy actor, motivo del procedimiento disciplinario en el cual se dictó la providencia reclamada, consisten en la realización de presuntos actos proselitistas a favor del candidato a gobernador del Estado de Chiapas por la coalición "Por el Bien de Todos", en un mitin celebrado el dieciocho de junio de dos mil seis, en la plaza principal de Comitán de Domínguez, Chiapas, con lo que se actuó en contra del candidato postulado por el Partido Revolucionario Institucional.

Tales conductas, a juicio de la comisión responsable, constituyen una indisciplina grave y pueden producir:

a) La confusión de la militancia, que pudiere considerar que los actos desplegados por Jorge Constantino Kanter son correctos y legales, toda vez que es "cuadro destacado" del Partido Revolucionario Institucional, dada su calidad de Presidente Municipal de Comitán de Domínguez, Chiapas, postulado por el instituto político, y

b) El desconcierto y división al seno del partido, con motivo de la promoción de candidatos postulados por fuerzas políticas antagónicas.

Lo expuesto hace patente que, como sostiene la parte actora, la resolución impugnada carece de la debida motivación, pues no se encuentra justificada la idoneidad ni la necesidad de la suspensión provisional de los derechos partidistas del promovente, entendida la idoneidad como la aptitud de la medida, en el caso concreto, para conseguir el fin pretendido y tener probabilidades de eficacia, y la necesidad, como la exigencia de que dicha medida sea la que afecte en menor grado los derechos fundamentales, en caso de existir la posibilidad de optar entre varios para la consecución del objetivo.

Para arribar a esta conclusión debe considerarse, que los partidos políticos son entidades colectivas producto del ejercicio del derecho de asociación en materia política reconocido en los artículos 9 y 35, fracción III de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como 5, apartado 1 del Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales, por parte de ciudadanos que desean participar en forma pacífica en los asuntos públicos del país, y se organizan para constituir estos entes de interés público, o bien, se incorporan a uno ya constituido, en todo caso, por la afinidad en determinados ideales y programas políticos.

En el criterio contenido en la tesis de jurisprudencia, emitida por esta Sala Superior, cuyo rubro es: "DERECHO DE AFILIACIÓN EN MATERIA POLÍTICO-ELECTORAL. CONTENIDO Y ALCANCES", consultable en las páginas 87 y 88 de la Compilación Oficial de Jurisprudencia y Tesis Relevantes 1997-2005, se ha sostenido que el derecho de afiliación comprende no sólo la potestad de formar parte de los partidos políticos, sino evidentemente también la prerrogativa de pertenecer a éstos con todos los derechos inherentes a tal pertenencia.

Consecuentemente, el derecho de afiliación tutelado por la Ley Fundamental abarca el pleno disfrute de la calidad de militante del partido político al cual pertenece, con base en las disposiciones legales y estatutarias que regulan su ejercicio, motivo por el que, una suspensión en los derechos partidistas, así sea de carácter transitorio o provisional, implica la imposibilidad jurídica de ejercer el derecho constitucional de asociación, en su vertiente de afiliación, durante el tiempo en que surta efectos la medida.

Por lo mismo, y como el derecho de asociación es la base misma de la existencia y funcionamiento de los partidos políticos, la suspensión en los derechos partidistas debe considerarse en todo caso como una medida grave, particularmente enérgica, que sólo cabe considerarla legítima, por la importancia de satisfacer otro valor o principio igualmente fundamental, como podría ser, la existencia o funcionamiento adecuado del partido político, pues en estos casos, los derechos de los distintos militantes, incluido aquel que pueda ser objeto de la medida, estarían en riesgo de ejercerse en lo sucesivo o de hacerlo en condiciones que propicien realmente las finalidades que el ordenamiento les reconoce.

En razón del derecho fundamental involucrado, la suspensión en los derechos partidistas debe encontrarse plenamente justificada mediante la manifestación clara y precisa de los motivos que, a criterio del órgano partidista competente, conduzcan a sostener la idoneidad y necesidad de semejante medida para la tutela del valor o principio presuntamente conculcado o en inminencia de ser transgredido con las conductas atribuidas al sujeto denunciado, así como las razones que en una relación de causa a efecto, conduzcan a concluir la irreparabilidad o dificultad de reparar el daño si no se adopta la medida cautelar, extremos que, ciertamente, no se surten en la especie.

Ello es así porque la comisión responsable no justificó cómo o por qué la suspensión en los derechos partidistas de Jorge Constantino Kanter prevendría que los supuestos efectos perjudiciales para la vida partidista, aparentemente ocasionados por las conductas que se le atribuyen, se tornaran de difícil o de imposible reparación, condición indispensable a la luz de lo expuesto para considerar la medida como idónea y necesaria.

Efectivamente, en el acto impugnado, como se vio, únicamente se hacen alusiones genéricas acerca de la necesidad de evitar una daño "grave o irreparable" al partido, y de garantizar y proteger la unidad ideológica, programática, orgánica y organizativa del mismo; también se refiere que las conductas imputadas al promovente ocasionan la confusión y confrontación de la militancia, y que revisten la calidad de graves, porque pudieren conducir a que se le decretara la sanción extrema prevista en la normatividad interna por la comisión de actos contrarios a la misma, consistente en la expulsión.

Sin embargo, nada se dice a fin de justificar por qué la suspensión decretada es apta o útil para impedir que los efectos perniciosos continúen, si es que siguen produciéndose, hasta la conclusión del procedimiento sancionatorio, en una relación de causa efecto.

De igual forma, no se precisan razones para colegir que un hecho aislado supuestamente acontecido el dieciocho de junio de dos mil seis, en un espacio geográfico determinado y limitado (la plaza principal de Comitán de Domínguez, Chiapas), pudiere generar consecuencias cada vez más perniciosas con el mero transcurso del tiempo, dado que no se mencionan que conductas similares, por parte del denunciado, se hayan cometido con posterioridad, amparadas en el ejercicio de los derechos como militantes, además de que se trata de actos vinculados a un proceso electoral ya concluido en forma definitiva, al resolver esta Sala Superior los juicios de revisión constitucional electoral SUP-JRC-415/2006 y SUP-JRC-420/2006, en sesión pública de veintisiete de octubre de dos mil seis, relacionados con el cómputo final y declaración de validez de los comicios de gobernador en la citada entidad federativa.

En detrimento de las repercusiones que en concepto de la responsable se produjeron con los hechos que se dice protagonizó el ahora actor, está el hecho objetivo de que la denuncia de expulsión y la solicitud de suspensión en los derechos partidistas se presentaron hasta los días seis y catorce de septiembre, así como el veintidós de noviembre, cuatro de diciembre, y cinco de diciembre, respectivamente, de dos mil seis, esto es, casi dos meses y medio después de que acontecieron los hechos denunciados, cuando lo lógico y natural, atendiendo a las máximas de la experiencia a que se refiere el artículo 16, párrafo 4, de la Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral, es que si se tratara de hechos que pusieren en grave riesgo la unidad ideológica, programática y orgánica del Partido Revolucionario Institucional, y los mismos hubieren tenido una amplia difusión al seno del instituto político, no existiría un lapso tan prolongado.

A juicio de esta Sala Superior, tampoco se encuentra justificada la necesidad de la medida decretada por la Comisión Nacional de Justicia Partidaria, pues como ya se expuso, no basta con que la suspensión de derechos resulte adecuada, idónea o útil, sino que igualmente debe ser proporcional, es decir, para la consecución de la finalidad que se pretende no exista otro mecanismo o acto que permita su satisfacción sin producir una afectación como la derivada de la suspensión.

En el proveído reclamado, en forma insistente se señala que las conductas atribuidas al denunciado provocan la confusión y confrontación de la militancia porque al haber sido realizadas por un "cuadro destacado" del partido, puede generar la impresión en los militantes de que se trata de conductas ajustadas a las reglas que rigen las relaciones internas de la organización, peligro que, de ser cierto, pudiera disiparse o diluirse con otro tipo de medidas, como sería la toma de posición al respecto por parte de los órganos directivos del propio partido, que en condiciones ordinarias gozan de ascendencia entre la militancia, al integrarse por individuos en cuya designación participó democráticamente la base, sin que por lo mismo tenga que llegarse a adoptar determinaciones más drásticas y limitativas de derechos.

Por lo expuesto debe concluirse que no se encuentra debidamente motivada la suspensión de derechos decretada, lo que es suficiente para provocar su revocación, resultando en consecuencia innecesario efectuar pronunciamiento respecto de la valoración de los elementos de convicción llevada a cabo por la comisión responsable, al haberse alcanzado la pretensión de la parte actora con los aspectos analizados.

Cabe destacar que lo aquí resuelto no prejuzga en forma alguna sobre el procedimiento de expulsión incoado en contra del hoy actor que se encuentra sustanciado ante la Comisión Nacional de Justicia Partidaria del Partido Revolucionario Institucional, dado que en el presente medio de impugnación sólo se juzga la pertinencia de la medida cautelar de que fue objeto el ciudadano accionante.

Por lo expuesto y, además, con fundamento en los artículos 41, fracción IV, y 99, fracción V, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como en los artículos 1, 2, 3 párrafo 2, inciso d), 6, 22, 25 y 84, párrafo 1, inciso b), de la Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral, se:

R E S U E L V E:

ÚNICO. Se revoca el punto segundo de la resolución emitida el seis de diciembre de dos mil seis, por la Comisión Nacional de Justicia Partidaria del Partido Revolucionario Institucional, dentro del procedimiento de solicitud de sanción identificado con el número de expediente CNJP-RS-CHIS-058/2006.

Notifíquese. Personalmente al actor, en el domicilio señalado en autos; por oficio, con copia certificada anexa de la presente sentencia, a la responsable, y por estrados, a los demás interesados. Lo anterior, con apoyo en lo dispuesto por los artículos 26, 27, 28 y 84, párrafo 2, inciso a) y b) de la Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral.

Devuélvanse los documentos que correspondan y, en su oportunidad, archívese el expediente como asunto concluido.

Así lo resolvieron, por unanimidad de votos, los señores Magistrados de la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, ante la Secretaria General de Acuerdos, que autoriza y da fe. CONSTE.
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